
	

	
	
 
  
 
La insurrección puede definirse como el levantamiento, sublevación o rebelión de un 

pueblo o ejército, o parte de ellos, contra el régimen constituido. En el contexto del 

derecho internacional, constituye un grupo de personas que se levanta en armas 

contra el gobierno de su propio Estado, controlando algunas plazas y disponiendo de 

algunos buques de guerra. Esta situación que es materia del derecho interno del 

Estado en cuestión implica un reconocimiento, en el sentido de que sus actos oficiales 

no se consideran en principio como actos de pillaje o piratería. 

 

La insurrección puede implicar derechos o privilegios que ellos han acordado 

conceder a la parte rebelde. Estos varían de un Estado y de una situación a otra, 

porque la insurrección no es una condición, que como la beligerancia origine derechos 

y deberes definidos. Siendo ello así, no es posible determinar de antemano los 

elementos de la reacción de los Estados extranjeros ante la insurrección. 

 

Para que una comunidad beligerante sea reconocida como sujeto de Derecho 

Internacional Público, de acuerdo a las normas internacionales debe reunir los 

siguientes requisitos:  

 

• Que el movimiento beligerante revista importancia y continuidad, nacional e 

internacional.  

• Debe tratarse de un movimiento auténticamente nacional, no admitiéndose 

injerencia extranjera.  

• El levantamiento de los beligerantes debe estar regido por las normas y 

costumbres de guerra, respetándose el derecho humanitario consagrado en la 

Convención de Ginebra.  
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La comunidad beligerante que ha sido reconocida, posee ciertos derechos y 

obligaciones emanados del orden jurídico internacional, como por ejemplo, la 

posibilidad de instruir bloqueos, tomar presas, cobro de impuestos, etc. Esto 

evidencia que la comunidad beligerante posee el carácter de un sujeto de derecho 

internacional ejerciendo supremacía de hecho en el territorio bajo su control. Como 

obligaciones puede decirse que debe comportarse de acuerdo al Derecho 

Internacional Público, en lo que se refiere al uso de la violencia, entre otros aspectos. 
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